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Decide la Corte el recurso de casación interpuesto por AGUSTÍN TORRES CASTILLO, contra la sentencia proferida por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, el 30 de octubre de 2009, en el proceso que el recurrente le instauró a SUMINISTRO DE PERSONAL TEMPORAL –SUPERTEMPO LTDA-, PAVIMENTO UNIVERSAL S.A., y EQUIPO UNIVERSAL S.A.   
I. ANTECEDENTES

AGUSTÍN TORRES CASTILLO llamó a juicio a  SUMINISTRO DE PERSONAL TEMPORAL -SUPERTEMPO LTDA-, PAVIMENTO UNIVERSAL S.A., y EQUIPO UNIVERSAL S.A., para que previa la declaratoria de la existencia de un contrato a término indefinido con SUPERTEMPO LMTDA; se condene a ésta y a las otras dos demandadas, a pagar la indemnización plena de perjuicios establecida por el artículo 216 del C.S.T; igualmente solicita que las convocadas a juicio sean condenas a reintegrarlo en virtud de que el despido fue ineficaz, hecho este que acarrea el pago de los salarios  y prestaciones dejadas de percibir desde la fecha del despido hasta  cuando sea efectivamente reintegrado. 
 Subsidiariamente solicitó que las demandadas sean condenadas a pagar la indemnización por despido injusto; la indemnización moratoria «por existir culpa grave y mala fe por parte del empleador»; los intereses legales y moratorios, las condenas ultra y extra petita, la indexación y las costas del proceso. 
En respaldo de sus pretensiones afirmó que estuvo vinculado a SUPERTEMPO LTDA, a través de un contrato de trabajo por obra o labor contratada, que en verdad equivale a un contrato  a término indefinido; precisó también que como trabajador en misión fue enviado a laborar en las instalaciones de la empresa «PAVIMIENTOS UNIVERSAL»,  aunque en apariencia aparecía que trabajaba para la usuaria «EQUIPOS UNIVERSAL S.A.», empresa aquella en la que desempeñó el cargo de «OFICIOS VARIOS». 

 Manifiesta que el 17 de julio de 2001, desarrollando labores de descargue en el área  del relleno sanitario, y por culpa exclusiva del empleador, sufrió un accidente de trabajo al pasarle una llanta  por el pie derecho, accidente que no solo  fue reportado por su empleadora a SURATEP S.A., quien finalmente dictaminó una pérdida de la capacidad laboral del 11.45%, sino que también originó una serie de incapacidades desde el 17 de julio de 2001  hasta el 4 de agosto de 2002.

Expresa igualmente que cumplida la última incapacidad laboral, el médico de la ARP recomendó el reintegro a su puesto de trabajo, a lo cual se opuso la  empleadora, hecho éste que motivo a que  fuese citada a la oficina del Trabajo, donde se levantó un acta  en la que se hace la advertencia que debía reubicar la trabajador, para lo cual se le concedía un término de 24 horas para tal fin; orden que fue incumplida por la empleadora y la razón por la cual se hizo acreedora  a la sanción contemplada en la resolución no. 001518 del  22 de noviembre de 2002.
Finalmente aduce que SUPERTEMPO LTDA, el 30 de noviembre de 2002, le envió una carta manifestándole que a partir de esta fecha, su contrato de trabajo finalizaba por justa causa que la hizo consistir en el hecho de que sus incapacidades habían superado los 180 días establecidos por la Ley (fls. 1 a 8).

 SUPERTEMPO LTDA, al dar respuesta a la demanda, aceptó la  vinculación laboral del actor, pero precisó que su contrato de trabajo fue por duración de la obra o labor contratada, que no por uno a término indefinido como se dice en la demanda; en tal virtud se opuso a todas y cada una de las pretensiones formuladas en su contra, para lo cual argumentó que siempre lo mantuvo afiliado al sistema de seguridad social, por tanto era la ARP quien tenía a su cargo el cubrimiento de cualquier lesión o enfermedad laboral padecida por él; expresó también que  por ser una empresa  de servicios temporales dedicada al suministro de personal, no tiene capacidad para reintegrarlo.  En  su defensa propuso las excepciones  que denominó inexistencia de la obligación, falta de causa, prescripción y pago (fls. 172 a 174). 
Por su parte las sociedades EQUIPO UNIVERSAL S.A, y PAVIMENTO UNIVERSAL S.A., negaron la vinculación laboral del actor para con ellas; por demás  expresaron que las obligaciones reclamadas las debía cubrir la EPS o la ARP a la cual estaba afiliado. En su defensa propusieron las excepciones de inexistencia de la obligación, falta de causa, pago,  prescripción e inepta demanda (fls.142 a 144 y 150 a 153).
II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Barranquilla, mediante sentencia proferida el 25 de julio de 2006, absolvió  a las demandadas de todas y cada una de las pretensiones formuladas en su contra por el señor AGUSTÍN TORRES CASTILLO,  a quien lo condenó a pagar las costas del proceso (fls. 241 a 248).

III. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA

Por apelación de la parte demandante conoció el Tribunal Superior de Barranquilla, quien mediante sentencia del 30 de octubre de 2009, revoco la de primer grado en  cuanto absolvió a SERTEMPO LTDA, de la indemnización por despido sin justa causa, para en su lugar y por dicho concepto, condenarla a pagar la suma de $176.850.oo. La confirmó en todo lo demás excepto en el pago de las costas de la primera instancia, las que preciso estarán a cargo de la demandada.
En respaldo de su decisión, el Tribunal consideró que no podía aplicar las previsiones contempladas en el art. 26 de la L. 361/1997, por cuanto ni en la demanda con la cual se dio inicio al proceso, ni mucho menos en el recurso de apelación, se hizo alusión a que gozaba de la «estabilidad laboral reforzada» consagrada en dicha preceptiva; por demás adujo que la pérdida de la capacidad laboral del actor, tan sólo alcanzó el 11.45%.
Igualmente mencionó que la disposición aplicable para la época del accidente de trabajo, 17 de julio de 2001, era el art. 45 del D. 1295/1994, -declarado inexequible el 12 de junio de 2002- y no el num. 15 del lit. A) del art. 7º del «Decreto 2351 de 1975» (sic), norma ésta que utilizó el empleador para dar por terminado el vínculo laboral, en tanto el demandante había superado los 180 días de incapacidad.
A renglón seguido y sin más consideraciones, concluyó que la terminación del contrato de trabajo por obra o labor contratada, que no a término indefinido, hecho ocurrido el 30 de noviembre de 2002, resultaba injusta, razón por la cual manifestó que el demandante tiene derecho a la indemnización prevista por la L. 50/1990 Art. 6º, modificado por la L. 789/2002. Art. 28, indemnización que la que cuantificó en la suma de $176.850.oo.
En lo concerniente a la culpa patronal, consideró que la misma no estaba suficientemente demostrada en el proceso, pues la testimonial rendida por el señor DARÍO GÓMEZ,  brillaba por su ausencia en el plenario, y la testimonial de JUAN PABLO MARRIAGA, no lograba dar certeza de la culpa patronal; por demás consideró que teniendo en cuenta que el actor era el encargado de cuadrar los camiones, «plausible»  era inferir que el insuceso en su pie derecho, bien pudo ocurrir por el propio descuido del demandante, en no guardar la distancia necesaria y prudente para evitar el contacto con el «rodante». (fls. 271 a 279).

IV. RECURSO DE CASACIÓN
Interpuesto por el demandante, concedido por el Tribunal y admitido por la Corte, se procede a resolver previo estudio de la demanda que no fue replicada.
V. ALCANCE DE LA IMPUGNACIÓN

Pretende la casación total de la sentencia recurrida, para que en sede de instancia, revoque la de primer grado y en su lugar acceda a las pretensiones contenidas en la demanda con la cual se dio inicio al proceso. 

Con tal propósito formula dos cargos, los cuales, por adolecer de insuperables fallas de orden técnico, se estudiaran conjuntamente. 
VI. CARGO PRIMERO

Está formulado en los siguientes términos. 
Se acusa la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla Sala Primera de Descongestión Laboral de fecha la sentencia de fecha (sic) 30 de Octubre del 2009, por la vía directa en el concepto de aplicación indebida por ser violatoria de las normas sustanciales de derecho del trabajo contenido (sic) en el artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo, art. 174, 175, 177 Y 187 del C.P.C, Articulo (sic) 26 de la Ley 361 de 1997, artículos 4 y 8 de la Ley 776 del 2002, Decreto 1295 de 1994 y el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.

Expresó que a tal violación arribó el Tribunal por haber incurrido en los siguientes errores de hecho:

ERRORES DE HECHO EN MATERIA TESTIMONIAL
1°. Error de hecho por omisión total del testimonio del señor POLICARPO JULIO AGAMEZ, director del relleno sanitario donde ocurrió el accidente al señor AGUSTÍN TORRES que no menciono  el ad quem no obstante ser complementario o guardar Íntima relación con los testimonios de los testigos de la parte demandante, el cual fue tomado en audiencia pública el 17 de Marzo (sic) del 2005.

2°. Error de hecho por omisión total del testimonio de NILSON RAFAEL CÁRDENAS GARCÍA (sic) recepcionado en la audiencia pública del 21 de Octubre del 2004, que no mencionó el ad quem no obs​tante ser complementario o guardar íntima relación con los hechos que son materia de esclarecimiento de los hechos de la demanda.

3°. Error de hecho en la subjetiva valoración del testimonio de JUAN JOSÉ PARDO MARRIAGA, al que descalificó el ad quem porque no logra deslindar certeza frente a la culpa patronal, brindado  en la audiencia de fecha 21 de Octubre (sic) del 2004.

Como prueba erróneamente apreciada individualizó el testimonio de JUAN JOSÉ PARDO MARRIAGA, y como no apreciadas las testimoniales de DARÍO GÓMEZ y POLICARPO JULIO AGAMEZ, y los interrogatorios de parte «absueltos» por los representantes legales de «PAVIMENTOS UNIVERSAL S.A»,  «EQUIPOS UNIVERSAL S.A.» y «SUPERTEMPO LTDA». 
En el acápite titulado «DESARROLLO DEL CARGO»  y previa transcripción del CST art. 216, expone que «El tribunal erróneamente valoró la prueba testimonial de los testigos tanto de la parte actora como uno el de la parte demandada»; señala también que tales testigos prueban la responsabilidad de la empleadora en la ocurrencia del accidente de trabajo  sufrido por el demandante, en tanto dan fe que la demandada no proporcionó los elementos de seguridad necesarios, como son un chaleco reflectivo que permitiera al conductor del camión ver al operario que se encontraba en la parte de atrás, más aún cuando en el sitio donde ocurrieron los hechos, no había fluido eléctrico.
Señaló también que es indiscutible «el despido ilegal e ineficaz» del que fue objeto el trabajador, por cuanto resulta evidente que las demandadas no obedecieron la orden de reintegrarlo, negativa que por cierto originó también una sanción por parte del entonces Ministerio de la Protección Social.
VII. CARGO SEGUNDO

Dijo el recurrente:

Se acusa la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla Sala Primera de Descongestión Laboral de fecha la sentencia de fecha (sic) 30 de Octubre del 2009, por la vía indirecta en el concepto de interpretación errónea de los artículos 1, 13, 25, y 53, de la Constitución Política»

Al desarrollar el cargo y luego de transcribir los artículos  1º,  13,  25 y  53 de la Constitución Política,  y apartes de la sentencia CC C-655/08 y CC T-026/01, referida a la primacía de la realidad sobre las formalidades, y traer a colación el concepto de algunos tratadistas sobre dicho principio, manifiesta lo siguiente: 

En el caso objeto de estudio, se comprueba  que el señor AGUSTÍN TORRES CASTILLO laboró desde el 18 de agosto de 1998 hasta el  30 de noviembre de  2002 fecha de desvinculación, tiempo laborado  en forma  ininterrumpida, tanto así que prestaba sus servicios en forma personal, subordinada  y remunerada, encargado de prestar una actividad permanente  en las empresas demandadas, los (sic) que nos hace presumir que el contrato de trabajo que él tenían (sic) con SUPERTEMPO, directamente la cual remuneraba  su actividad personal  y que esta actividad personal la prestaba en forma subordinada atendiendo órdenes  y horario de trabajo   en las empresas EQUIPO UNIVERSAL, (note que la empresa SUPERTEMPO al ser temporal lo suministró a EQUIPO INIVERSAL) y esta empresa, esta última donde le ocurrió el  nefasto accidente. Analizando los testimonios  de sus compañeros  de labor  no cabe duda que el horario  de trabajo, la actividad en si  en el relleno sanitario  donde esta es diaria y permanente hacen  comprobar  que el contrato  firmado  por mi poderdante de OBRA o LABOR contratada, se constituyó  en un CONTRATO  INDEFINIDIO, por el tiempo de servicio que estuvo vinculado  mi poderdante y el suministro ilegal que realizó la empresa Equipo Universal, en forma ininterrumpida, además  de los 3 presupuestos  de Subordinación (sic), Actividad personal  remuneración (Se rasalta) 
VIII. CONSIDERACIONES

         Nuevamente la Sala se ve en la imperiosa necesidad de recordar que las exigencias previstas por los art. 86 a 91 del CPTSS, no son caprichosas, ni mucho menos un tributo a las formalidades frente a los derechos sustanciales debatidos en cada proceso, sino una simple y lógica exigencia que estableció el legislador para que esta Sala de la Corte pueda cumplir con la finalidad primigenia de la casación, cual es la unificación de la jurisprudencia, esto sin dejar de lado la referida al control de legalidad que se logra a través de la confrontación, directa o indirectamente, de las normas pertinentes al caso con la sentencia recurrida, nunca confrontando a quienes actuaron como contrapartes en las instancias.

 
Puesto en otros términos, el recurso de casación no está diseñado para nuevamente juzgar el pleito, esta función la cumplen los juzgadores de instancia y excepcionalmente la Corte cuando funge como tal, sino para juzgar la sentencia recurrida, que generalmente es la dictada por los tribunales superiores, y excepcionalmente por los  jueces en los eventos de la casación per saltum,  y así lo ha enseñado desde antaño en innumerables oportunidades esta Corporación,  baste citar la sentencia CSJ SL664-2013, que a su vez rememoró la sentencia dictada el 2 de junio de 1948, que al efecto dice:  
A diferencia del juez de instancia, cuya misión es la de imponer el acatamiento de la ley a los particulares en litigio, el recurso de casación persigue la observancia de la norma jurídica por parte aquel. O, como se ha dicho en otros términos, el órgano de casación juzga la sentencia, mientras que el de instancia juzga la controversia. De allí que para el ejercicio de este recurso extraordinario se exija una técnica especial, sin la cual no sería posible alcanzar la finalidad de uniformar la interpretación científica de las leyes.

Para  cumplir tal objetivo, el recurrente debe tener en cuenta que si direcciona un cargo por la  «vía directa»,  este supone la aceptación de los fundamentos fácticos asentados por el sentenciador de alzada; por tanto, no puede fundar la acusación en razonamientos de orden fáctico, como erróneamente lo hace al formular el primer cargo.


Ahora bien, si la Sala diera por superada la deficiencia anterior y entendiera que dicha enunciación -vía directa-, obedeció a un simple «lapsus calami», en tanto la vía escogida es la indirecta, ello en nada afectaría la legalidad de la sentencia recurrida, toda vez que los supuestos yerros fácticos están estructurados sobre los testimonios rendidos por los señores POLICARPO JULIO AGAMEZ, NILSON RAFAEL CARDENAS GARCÍA y JUAN JOSÉ PARDO  MARRIAGA, lo cual de manera evidente contraria lo establecido por el artículo 23 de la L. 16/1968, modificado por el art. 7º de la L. 16 /1969 que al respecto enseña:

El  error de hecho será motivo de casación laboral solamente cuando provenga de falta de apreciación o apreciación errónea de un documento auténtico, de una confesión judicial o de una inspección ocular; pero es necesario que se alegue por el recurrente sobre este punto, demostrando haberse incurrido en tal error y siempre que éste aparezca de manifiesto en los autos (se resalta).

Aquí y ahora, importante resulta precisar que la razón de ser de los límites impuestos por el legislador a este tribunal de casación en lo que tiene que ver con las pruebas calificadas para configurar un yerro fáctico, que se recuerda son las documentales, la  inspección judicial y la confesión, está fundada no solo en la naturaleza misma del recurso extraordinario, sino también en las características del proceso laboral, pues como lo tiene dicho esta Sala de tiempo atrás, tal restricción «…no es más que una consecuen​cia lógica de la consagración y apli​cación de los principios de oralidad, inmediación y libre apreciación probatoria en los juicios del trabajo
». 

Frente a lo anterior, fácil es advertir que ni los testimonios, ni los interrogatorios de parte son pruebas calificadas en casación;  excepcionalmente es posible que esta Sala examine la prueba testimonial, en la medida que las premisas fundamentadas en prueba calificada, sostén de la decisión, se vengan abajo, y que la sentencia siga sustentada en inferencias obtenidas con base en prueba testimonial, como también lo tiene adoctrinado esta Sala, cuando al respecto  a dicho:  
Debe anotarse adicionalmente que si la jurispru​dencia, como lo recuerda el recurrente, abrió la posibilidad de examinar también en casación otras pruebas diferentes a las tres que indica el artículo 7o. de la Ley 16 de 1.969, fue precisamente porque no bastaba con establecer el yerro fáctico con base en uno de tales medios de convic​ción para suponer asimismo equivocada la valoración de las demás pruebas y, de consiguiente, invalidar la sentencia, pues es muy posible que no obstante el error originado en el documento auténtico, la inspección ocular o la confesión judicial, el fallo finalmente esté soportado en otra u otras de las pruebas no calificadas. Y como la Corte no puede suponer que la sentencia impugnada sea ilegal, estando obligada, en cambio, a partir del supuesto contrario, su deber es mante​ner​la mientras no se le demuestre que la decisión acusada transgrede la ley, de donde resulta imperioso que el recurrente tenga la carga no sólo de fundar el error de hecho manifiesto en una prueba calificada sino también de destruir la totalidad de las conclusiones fácticas que, con base en esa misma prueba o en otras, hayan constituido el fundamento del fallo cuya casación pretende.
»
         Además de lo dicho en precedencia, la censura para demostrar la culpa patronal se duele que el ad quem valoró erróneamente los testimonios de JUAN JOSÉ PARDO MARRIAGA practicado en audiencia del 21 de octubre de 2004, y dejó de valorar los de DARÍO GÓMEZ practicado en audiencia del 17 de marzo de 2005, y POLICARPO AGAMEZ, de los cuales por demás transcribe apartes, sin advertir siquiera que en el expediente, tal y como lo dijo el fallador de segundo grado,  brillaba por su ausencia el testimonio DARÍO GÓMEZ, lo cual es absolutamente cierto, pues ni en la  audiencia practicada el 17 de marzo de 2005 (fls. 207 a 209), ni mucho menos en otra oportunidad procesal se practicó dicho testimonio, hecho éste que por sí sólo, indica que el discurso de la parte recurrente al formular el primer cargo, es  inconsistente.

Y si ello no fuera todo, la parte recurrente se limitó a exponer sus propias apreciaciones frente al caso, partiendo de un supuesto que lejos estuvo de hallarlo por acreditado el Tribunal, cual es la existencia de un contrato de trabajo entre el actor y las tres demandadas, pues el Tribunal la única relación subordinada que halló demostrada, fue la del actor con la sociedad SERTEMPO LTDA,  nunca con las sociedades PAVIMENTO UNIVERSAL S.A. y EQUIPO UNIVERSAL S.A.

 
Aunado a lo anterior, la censura deja por fuera las premisas fácticas y jurídicas fundantes de la decisión recurrida, como fueron la aplicación de la L. 50/1990 art. 6º, modificado por la L. 789/2002. art. 28,  para efectos de otorgar la indemnización por terminación del contrato sin justa causa, y el descuido del demandante en la ocurrencia del accidente de trabajo, soportes éstos que al no ser controvertidos, mantienen  inalterable la decisión recurrida, precisamente porque las mismas están amparadas de la doble presunción de acierto y legalidad.

De otro lado, el segundo cargo dirigido por la «vía indirecta»,  emplea como submotivo de violación la «interpretación errónea», lo cual también resulta equivocado, pues por sabido se tiene que esta modalidad de violación, junto con la «infracción directa» y la «aplicación indebida» corresponden a la vía directa, en tanto cuando el cargo está dirigido por la vía de los hechos, se acepta como única modalidad, la «aplicación indebida». 
Ahora bien, si en gracias de discusión se entendiera que el cargo está dirigido por la vía del puro derecho y no de los hechos, aunque en verdad hace una mixtura de las dos vías, pertinente resulta precisar que el recurrente desatiende la repetitiva doctrina de la Corte referida a que cuando se invoquen en el recurso extraordinario cánones constitucionales –Arts. 1º,  13,  25 y  53- como materia de violación por el juez de  alzada, debe precisarse el aspecto sustantivo de los mismos, pues, por regla general, de ellos no es dable derivar de manera directa los derechos materiales que son objeto de la litis y que son definidos en la sentencia atacada, para este caso los referidos a la culpa patronal y el despido sin justa causa. No de otra manera puede la Corte cumplir su labor unificadora de la jurisprudencia del trabajo y de la seguridad social.

Igualmente y sólo para ahondar en detalles en las deficiencias de orden técnico que adolece el segundo cargo, preciso es señalar también que el Tribunal jamás refirió a las normas constitucionales individualizadas por la censura, y si  no refirió a las mismas, ni expresa ni tácitamente, mal podía atribuirle una interpretación errónea, pues lo que eventualmente podría configurarse, sería una infracción directa, no la modalidad escogida por la censura, máxime que no dice cuál fue el yerro interpretativo en que incurrió el Tribunal, y cuál sería en su parecer, el entendimiento correcto de tales preceptivas de rango constitucional, pues su labor se limitó a transcribir tales normas  y  varios pronunciamientos de la Corte Constitucional.  
Las Consideraciones que preceden, son suficientes para concluir que  los cargos están llamados a la desestimación. 
Ante la ausencia de réplica, no se imponen  costas en el recurso de casación. 

IX. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, NO CASA la sentencia dictada el treinta (30) de octubre de dos mil nueve (2009) por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, dentro del proceso ordinario laboral seguido por AGUSTIN TORRES CASTILLO contra SUMINISTRO DE PERSONAL TEMPORAL –SUPERTEMPO LTDA-, PAVIMENTO UNIVERSAL S.A., y EQUIPO UNIVERSAL S.A.  
Costas como se indicó en la parte considerativa.
Cópiese, notifíquese, publíquese, cúmplase y devuélvase el expediente al tribunal de origen.

RIGOBERTO ECHEVERRI BUENO

Presidente de Sala
JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ

ELSY DEL PILAR CUELLO CALDERÓN

CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO

GUSTAVO HERNANDO LÓPEZ ALGARRA

LUIS GABRIEL MIRANDA BUELVAS

CARLOS ERNESTO MOLINA MONSALVE
� Sentencia Sala Laboral Corte Suprema de Justicia No. 5800 de 1993
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